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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 746/2019/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********. *********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS); Y LIC. *********, DELEGADA DE INTERAPAS EN EL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ.

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a treinta y uno de enero de dos mil veintidós.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 746/2019/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el trece de agosto de dos mil diecinueve, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar a las autoridades:

I. El Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por conducto de quien lo represente.
II. Licenciada *********, en su carácter de Delegada del Organismo antes citado, en el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí.

Señalando como actos impugnados los que se mencionan a continuación: 

El crédito fiscal por la cantidad de $ 100.000.00 (CIEN MIL PESOS 00/100 M.N.), el cual manifiesta no le fue notificado, por lo que en términos de artículo 236 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, niega lisa y llanamente el conocimiento de dicho acto y derivado de ello, el corte del suministro de agua potable en su domicilio de 14 de julio de 2019.
II.- Una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las nueve horas del día cinco de noviembre de dos mil diecinueve, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, con la presencia del Licenciado *********, autorizado de la parte actora y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, asimismo con relación a la prueba de Inspección Ocular ofrecida por la parte actora, se tuvo por desahogada dicha prueba en términos del acta levantada el cinco de noviembre de dos mil diecinueve por el Secretario de Acuerdos de esta Sala, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que ninguna de las partes formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

IV.- A través de la sentencia definitiva dictada por esta Primera Sala Unitaria el veintinueve de julio de dos mil veinte, se decretó el sobreseimiento del presente juicio respecto de los actos señalados en el Resultando I.

V.- Inconforme con la referida sentencia la parte actora promovió juicio de amparo, el que por razón de turno le toco conocer al Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, bajo el número de Amparo Directo Administrativo 428/2020, quien por ejecutoria emitida el tres de junio de dos mil veintiuno, otorgó el amparo y protección de la Justicia de la Unión a la quejosa.

VI.- En cumplimiento a dicha ejecutoria, por acuerdo de diecisiete de junio de dos mil veintiuno, se dejó sin efectos la sentencia pronunciada el veintinueve de julio de dos mil veinte, por esta Primera Sala Unitaria en el presente juicio; asimismo, mediante diverso proveído de diecisiete de junio de dos mil veintiuno, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda en relación al acto novedoso, consistente en el “corte de suministro de agua potable efectuado el catorce de junio de dos mil diecinueve y, en su caso, el crédito que de ese acto derive”, lo anterior, con apoyo en lo dispuesto en la fracción IV del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VII.- Una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las doce horas del día diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno, para que tuviera verificativo nuevamente la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VIII.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, asimismo con relación a la prueba de Inspección Ocular ofrecida por la parte actora, se tuvo por desahogada dicha prueba en términos del acta levantada el diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno por el Secretario de Acuerdos de esta Sala, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que ninguna de las partes formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción I, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales estatales, donde se controvierte la emisión de un crédito fiscal, así como el corte de suministro de agua potable en el domicilio de la parte actora.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

En cuanto al interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye, entre otros, el corte de suministro de agua potable en su domicilio. De lo que se sigue lo evidente del interés que asiste a la parte actora para combatir dicho acto en el presente juicio, ya que con el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos, de ahí que también resulta innegable, que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el juicio que nos ocupa.

De igual forma, la legitimación de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. JUAN EDUARDO MARTÍNEZ OVIEDO, en su calidad de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en representación de la autoridad demandada (INTERAPAS), quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folios 037 y 038 del expediente en que se actúa.

La documental anteriormente referida hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 05 al 07 del expediente en que se actúa, así como a folios 193 al 199 del correlativo de ampliación a la demanda, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación, por conducto del Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), aduce la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 239, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez sostiene que el acto o resolución que pretende impugnar la parte actora es inexistente, pues no exhibe documento alguno con el cual acredite su existencia, tan es así, que exhibe 4 estados de cuenta de los cuales no corresponden a la cantidad impugnada, aunado a que afirma que tuvo conocimiento del acto impugnado el 14 de julio de 2019, es decir, un día inhábil por ser domingo, señalando que se presentó en su domicilio un supuesto verificador de INTERAPAS, quien además de no haberse identificado, manifestó que iba a proceder a suspender sus tomas de agua, que era por órdenes de la C. ********* en razón de tener un supuesto adeudo por la cantidad de $100,000.00, así como tampoco señala en cuál domicilio de los tres diversos que alude en su demanda, se presentó dicha persona a realizar el cobro y/o corte alegado; por lo que niega haber emitido el acto o resolución que pretende impugnar el demandante, máxime que no existe dentro del “Sistema Matrix”, dato alguno en el que se haya ordenado el cobro que refiere la parte actora, ni mucho menos el corte del suministro de agua en los inmuebles a que alude, por lo que no existe el acto cuestionado y por tanto, deberá sobreseerse el juicio.

Conforme a lo anterior, la autoridad demandada hace valer el sobreseimiento del juicio por virtud de la inexistencia del acto reclamado, el cual se encuentra previsto en la fracción V del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice lo siguiente:

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;

(…)”
Conforme al contenido del precepto legal en la parte transcrita, procede sobreseer el juicio ante este Tribunal, cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado.

En el caso concreto el actor en su escrito de demanda, manifestó como acto sujeto a debate el consistente en el “…crédito fiscal por la cantidad de*********$100,000.00…”, negando lisa y llanamente conocer del mismo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 236, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. Asimismo, “Derivado de lo anterior el corte ilegal del suministro del servicio de Agua Potable en el domicilio ubicado en *********(sic), *********, así como la orden girada consistente en el corte de drenaje en los domicilios antes señalados (sic), bajo los contratos 123395 y 439187 y el pago de derechos por servicio (…), corte ordenado por la C. Lic. *********…”.
En ese tenor, se reservó el derecho para hacer valer los conceptos de impugnación encaminados a desvirtuar el contenido del referido crédito en la etapa procesal oportuna, siendo ésta la ampliación de demanda, una vez que la autoridad acompañará a su oficio de contestación el mismo, lo que actualizaría lo dispuesto por el artículo 237, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Para efectos de acreditar los hechos en que basa su acción, la parte actora ofreció en lo conducente los siguientes medios de prueba: 

“DOCUMENTAL PRIMERA.- Consistente en original del estado de cuenta con folio A 714407 con periodo de facturación de 04-05 de 2019, mediante el cual se me finca la cantidad de $411.00 sin acreditar el hecho causal y falta de motivación y fundamentación.

DOCUMENTAL SEGUNDA.- Consistente en original del comprobante de pago expedido por el INTERAPAS de fecha 24 de julio del 2019 por la cantidad de 411.00 que se refiere al pago de 8 metros cúbicos y que corresponde al contrato 123394.

DOCUMENTAL TERCERA.- Consistente en original del estado de cuenta con folio A 714406 con periodo de facturación de 04-05 de 2019, mediante el cual se me finca la cantidad de $411.00 sin acreditar el hecho causal y falta de motivación y fundamentación.

DOCUMENTAL SEGUNDA.- Consistente en original del comprobante de pago expedido por el INTERAPAS de fecha 24 de julio del 2019 por la cantidad de 411.00 que se refiere al pago de 12 metros cúbicos y que corresponde al contrato 123395.

…
INSPECCIÓN OCULAR.- A cargo del personal que designe esta H. Sala Unitaria, para efecto de que a través de los sentidos dicho personal constate que en los domicilios de mi propiedad ubicados en ********* se encuentra suspendido el servicio de agua y drenaje.”

(Énfasis añadido)

Documentos fundatorios visibles en autos a folios 012, 013, 018 y 019, respectivamente; sin que pase inadvertido para esta Juzgadora, que también el actor exhibió en original los estados de cuenta con folios A 714408 y*********A 5070057, con periodo de facturación de*********04-05/2019*********y*********02-03/2019, así como los correspondientes comprobantes de pago de fechas 24 de julio del 2019 y 28 de mayo de 2019, que corresponden al diverso contrato 439187, mismos que obran a agregados a folios 014, 015, 016 y 017, respectivamente; documentales a las que se les concede el valor probatorio que les confiere el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Sin embargo, de los referidos documentos no se advierte la existencia del acto impugnado, consistente en el “…crédito fiscal por la cantidad de*********$100,000.00…” y tampoco se colige éste, pues dichos documentos sólo constituyen las facturaciones por el servicio de suministro medido de agua potable, que corresponden a los domicilios señalados por el actor, por los periodos que ahí se consignan respecto a los contratos 123394, 123395 y 439187, así como a los comprobantes de pago que acreditan el entero de las mismas por el importe de $411.00, $932.00, $129.00 y $411.00, respectivamente, sin que incluso dichas cantidades correspondan al crédito alegado por la cantidad de $100,000.00; y respecto de la diversa prueba de inspección ocular a cargo del personal de esta Primera Sala Unitaria, la misma no es idónea para demostrar la existencia del acto impugnado en cuestión, pues en la especie, la parte actora ofreció dicha probanza únicamente para constatar la suspensión en el “servicio de agua y drenaje”.
Por su parte, la autoridad demandada de manera expresa negó la existencia del crédito fiscal impugnado, sin que de autos se desprenda elemento probatorio alguno que desvirtúe la negativa de la autoridad demandada o del que se pueda desprender la existencia del crédito a que alude el impetrante, por tanto, es concluyente que el presente juicio carece de materia respecto de dicho acto, ya que ninguna de las partes demuestra la existencia cierta del acto cuya ilegalidad se reclama (crédito fiscal), al no existir elemento alguno que haga presumir su existencia.
En efecto, en el caso que nos ocupa la autoridad demandada, en lo conducente, exhibe como medios de prueba los siguientes: 

“2.- DOCUMENTAL SEGUNDA.- Capturas de pantalla de nuestro sistema de los números de contrato 439187, 123394, 123395 mismo(sic) que acompaña al presente como Anexo dos, con dicha documental se acredita que la parte actora no adeuda la cantidad que señala la promovente del presente juicio, por lo que se concluye que mi representada no ha hecho requerimiento de pago que señala la parte actora ni mucho menos ha ordenado ni realizado el corte del servicio de los inmuebles que señala la actora…”
“2.- DOCUMENTAL TERCERA.- Consistente en información comercial de los contratos 439187, 123394, 123395*********mismo(sic) que acompaña al presente como Anexo tres, con dicha documental se acredita que la parte actora no adeuda la cantidad que señala la promovente del presente juicio, por lo que se concluye que mi representada no ha hecho requerimiento de pago que señala la parte actora ni mucho menos ha ordenado ni realizado el corte del servicio de los inmuebles que señala la actora…”

(Énfasis añadido)

Documentos visibles en autos a folios 042 a 051, respectivamente, mismos que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se tratan de documentos públicos, de los cuales se consigna la información de las bitácoras de asuntos tratados con el usuario de los contratos 123394, 123395 y 439187, que corresponden a los domicilios señalados por el hoy actor, así como la información comercial de los citados contratos por los periodos de facturación 04-05/2019 y 06-07/2019, respectivamente; de cuyo análisis concienzudo a los mismos, tampoco se advierte la existencia del crédito fiscal combatido, pues de las citadas documentales no se desprende la determinación de crédito fiscal aducido por el hoy actor, o cuando menos el indicio o presunción de la existencia del mismo, ya que incluso respecto a la información comercial del contrato 123394, se desprende sólo un saldo de $2.00 por el periodo 06-07/2019, de ahí que incluso no se pueda presumir un adeudo por la cantidad manifestada por el impetrante, y que, incluso, según alude la autoridad le pretende hacer efectivo.
Así las cosas, la simple manifestación del actor en el sentido de que desconoce su existencia en los términos del artículo 236, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta insuficiente para tener por acreditada la existencia material en el presente juicio, del referido acto impugnado, pues no se precisa algún elemento que permita establecer la veracidad de la existencia del crédito fiscal que indica; aunado a que como se señaló antes, la propia autoridad a quien se le atribuye la resolución determinante respectiva, niega de manera expresa haberla emitido, por lo que sostiene, la misma es inexistente.

En las relatadas consideraciones, se concluye válidamente que el acto impugnado consistente en “El crédito fiscal por la cantidad de*********$100,000.00”, es inexistente, toda vez que de autos no se advierte dato o documento alguno que haga suponer a esta Juzgadora lo contrario, motivo por el cual se actualiza la causal de sobreseimiento a que se refiere el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Así, tomando en cuenta la manifestación tanto de la parte actora como de la autoridad demandada respecto a la inexistencia del crédito fiscal impugnado en el presente juicio, ya que la actora al promover su demanda, sostiene que desconoce los fundamentos o razones legales que lo originaron, y al producir su contestación de demanda, la autoridad niega haber emitido dicho acto, sin que de autos se desprenda elemento probatorio alguno que desvirtúe la negativa de la autoridad demandada o del que se pueda desprender la existencia del acto al que alude el accionante en su escrito de demanda, y menos aún de la exigencia de su cobro como arguye, es concluyente que el presente juicio carece de materia, ya que ninguna de las partes demuestra la existencia cierta y determinada de la resolución cuya legalidad o ilegalidad pueda analizarse, por ende, al no aportarse elemento alguno sobre el cual se llegue a la convicción de que existe el acto impugnado y que además afecte la esfera jurídica del promovente, no hay materia de contienda; en consecuencia, debe sobreseerse el juicio, en términos de lo dispuesto en los artículos 228, fracción II y 229, fracciones II y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sirve de criterio orientador, la siguiente tesis cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:  

Época: Octava 

Registro: 230607 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo II, Segunda Parte-2, Julio-Diciembre de 1988 

Materia(s): Laboral 

Tesis: 

Página: 549 

“SOBRESEIMIENTO POR INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO. Si de las constancias de autos se advierte que no existe el acto reclamado en la forma planteada, ya que el inconforme pretende atribuir la emisión del laudo impugnado al actuario adscrito a la responsable, siendo que no emana de éste sino de un cuerpo colegiado, consecuentemente se actualiza la hipótesis prevista en el artículo 74, fracción IV de la Ley de Amparo, y es procedente por tanto decretar el sobreseimiento en el juicio.”
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 1385/88. Héctor Aragón Castillo. 27 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gemma de la Llata Valenzuela. Secretaria: María Isabel Haruno Takata Gutiérrez.

De igual manera, resultan aplicables, por analogía en la parte conducente, las siguientes tesis:

Época: Quinta 

Registro: 336978 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo XXXVI 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 1815 

“ACTO RECLAMADO, INEXISTENCIA DEL. Cuando no existe el acto reclamado, debe sobreseerse en el juicio de garantías.”

Amparo administrativo en revisión 90/29. "Imperio", S. A. Compañía Terminal. 19 de noviembre de 1932. Unanimidad de cuatro votos. Relator: Arturo Cisneros Canto.

Época: Quinta Época 

Registro: 302262 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo XCV 

Materia(s): Penal 

Tesis: 

Página: 210 

“ACTO RECLAMADO, INEXISTENCIA DEL. Es incuestionable que el acto reclamado no existe si las autoridades responsables lo niegan en los términos que se plantean por el interesado.”

Amparo penal. Revisión del incidente de suspensión 7263/47. García Barbachano Luis. 10 de enero de 1948. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Época: Quinta Época 

Registro: 330525 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo LIX 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 1148 

“ACTO RECLAMADO, INEXISTENCIA DEL. Si el acto atribuido a una autoridad, no existe en la forma reclamada por el quejoso, debe sobreseerse en cuanto a ella.”

Amparo administrativo en revisión 4325/29. Compañía del Ferrocarril del Noroeste de México. 2 de febrero de 1939. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Jesús Garza Cabello. Relator: Agustín Aguirre Garza.

Sin que sea óbice a lo anterior, que en el acuerdo de fecha diecinueve de agosto de dos mil diecinueve, se hubiere admitido a trámite la demanda en contra del acto señalado como “El crédito fiscal por la cantidad de*********$100,000.00”, en tanto tal consideración constituye una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso a esta Primera Sala Unitaria al dictar sentencia definitiva, el estudio definitivo de procedencia del juicio, como en la especie ocurrió, precisándose en párrafos precedentes, que de las constancias de autos aparece claramente que no existe tal acto impugnado, y con lo cual se dilucida la improcedencia en el juicio y su sobreseimiento. En ese aspecto, cobra aplicación por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 222/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, diciembre de 2007, página 216, del tenor siguiente: 

“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO. La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo.”

Tesis de jurisprudencia 222/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de noviembre de dos mil siete.

Asimismo, sirve de apoyo en la parte conducente y por analogía, la tesis de Jurisprudencia VI.3o.A. J/24, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:  

Época: Novena 

Registro: 185384 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVI, Diciembre de 2002 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: VI.3o.A. J/24 

Página: 628 

“INEXISTENCIA DE LA RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. DIFERENCIA ENTRE DESECHAR DE PLANO LA DEMANDA Y SOBRESEER EN EL JUICIO DE NULIDAD. Cuando el actor demanda la nulidad de un acto administrativo o fiscal y asegura que lo desconoce y, por ende, no puede exhibir con la demanda la prueba de lo impugnado, se actualiza el supuesto del artículo 209 bis, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, por lo que el tribunal debe admitir a trámite la demanda y emplazar a la autoridad demandada para que la conteste; si ésta niega la existencia de tal acto o resolución y el actor no logra desvirtuar esa negativa, el juicio carecerá de materia y procederá el sobreseimiento con base en los artículos 202, fracción XI y 203, fracción II, del citado código tributario. Cabe destacar que no debe confundirse este caso con el diverso de desechar de plano la demanda por inexistencia del acto impugnado, ya que en éste debe brindarse la oportunidad de defensa al actor para que, en ejercicio de su garantía de audiencia, aporte pruebas tendentes a demostrar la existencia del acto impugnado.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

(Énfasis añadido)

Con base en lo anterior esta Primera Sala Unitaria determina que en el presente asunto se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento a que se refieren los artículos 228, fracción II y 229, fracciones II y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que ninguna de las partes demuestra la existencia cierta y determinada de una resolución cuya legalidad o ilegalidad pueda analizarse, por ende, al no aportarse elemento alguno sobre el cual se llegue a la convicción de que existe un acto autoritario que afecta la esfera jurídica del impetrante, no hay materia de contienda, por consecuencia, debe SOBRESEERSE el juicio, respecto del acto impugnado señalado como: “El crédito fiscal por la cantidad de*********$100,000.00”.
Sin que pase inadvertido para esta Juzgadora, que el actor se inconforma de igual manera por los actos consistentes en “…el corte ilegal del suministro del servicio de Agua Potable en el domicilio ubicado en *********(sic), *********, así como la orden girada consistente en el corte de drenaje en los domicilios antes señalados (sic), bajo los contratos 123395 y 439187 y el pago de derechos por servicio (…), corte ordenado por la C. Lic. *********…”, sin embargo, tales actos los atribuye como derivación del multicitado crédito fiscal impugnado, respecto del cual no acreditó su existencia; además de la relatoría de hechos de la demanda, afirma: 

“…con fecha 14 de julio de 2019, llegó a mi domicilio un supuesto verificador de INTERAPAS (quien no se identificó con el Suscrito), manifestando que iba a proceder a suspender mis tomas de agua, que era por órdenes de la Lic. *********, ya que tenía un adeudo con el organismo de un crédito fiscal por la cantidad de $100.000.00 (…), por unas multas y recargos, sin acreditar esto, yo le manifesté que la fecha de pago era hasta el día 19 de julio del 2019 y que mis recibos ninguno tenía una deuda por la cantidad que me manifiesta, pero no hizo caso y procedió al corte del servicio correspondiendo los Contratos números 123394 y 123395.”
(Énfasis añadido)

De la transcripción anterior, se advierte que el impetrante como antecedente de la demanda, sostiene de manera expresa que el 14 de julio de 2019, un verificador de INTERAPAS llegó a su domicilio –sin precisar a cuál se refiere exactamente, ya que en su escrito de demanda señala tres domicilios distintos cada una con su respectivo contrato de servicio de suministro de agua potable, y que procedió al corte del servicio que corresponde a los contratos 123394 y 123395, por órdenes de la Lic. *********, en virtud de contar con un adeudo con dicho organismo por la cantidad de $100,000.00, por multas y recargos.
Sin embargo, además de que tales actos manifestados por el actor son ambiguos, pues por una parte alude que el corte del que se inconforma corresponde al servicio de los contratos “123395 y 439187”, por otro lado afirma que la autoridad el día 14 de julio de 2019, procedió al corte del servicio respecto a los contratos “123394 y 123395”, tampoco quedan acreditados en los autos del presente juicio, toda vez que aunado a que no quedó demostrado la existencia del crédito fiscal al que alude como antecedente directo de los referidos actos, no acompaña a su demanda probanza alguna de la cual se desprenda la existencia de éstos últimos, incluso de las citadas bitácoras de asuntos tratados con el usuario respecto a los contratos referidos por el enjuiciante (123394, 123395), si bien se desprende que existió un corte de servicio relativo a dichos contratos, también cierto lo es, que éste se realizó el día 14 de junio de 2019, y contrario al motivo manifestado por el actor, el corte al servició se sustentó: “…por irregularidades en la toma ya que son 9 locales comerciales entre ellos un gimnasio, escuela de gastronomía, oficina de venta de autos, taquería, grúas, taller mecánico así mismo en 2017 bajaron el consumo a los mínimos” y “…por irregularidades en el medidor así como en el lugar son 9 locales comerciales entre ellos taller mecánico, grúas, taquería, oficina de venta de autos, gimnasio y escuela de gastronomía, desde 2017 el medidor bajo el consumo a los mínimos”, tal como se aprecia en autos a folios 042 y 044, respectivamente, incluso respecto al diverso contrato 439187, de igual manera contrario a lo afirmado por el actor, existe el antecedente de un corte de servicio el día 14 de junio de 2019, y el motivo no lo constituye la determinación de un crédito fiscal y menos aún, por la cantidad de $100,000.00, por multas o recargos, sino “…por irregularidades en la toma ya que son 9 locales comerciales entre ellos un gimnasio, escuela de gastronomía, oficina de venta de autos, taquería, grúas, taller mecánico así mismo tenía tarifa de predio deshabilitado”, tal como se aprecia a folio 048 del expediente en que se actúa.
Sin que obste a lo anterior, se haya desahogado la diligencia de inspección ocular por el Secretario de Acuerdos de esta Primera Sala Unitaria, la cual consta en el acta de cinco de noviembre de dos mil diecinueve y sus constancias fotográficas, que obran agregadas en autos a folios 089 a 097; pues tal probanza tuvo como finalidad el constar la suspensión del servicio de agua y drenaje en el domicilio ubicado en “*********”, y sólo se circunstanció, en lo que interesa, lo siguiente: 

“…en la entrada del lado derecho, la persona que nos atiende, explica que es el lugar en donde se levantó parte de la baqueta y del pavimento, se observan dos medidores dentro de una reja metálica los cuales no se encuentran funcionando y del lado izquierdo un medidor el cual si funciona, en cuanto a la verificación del drenaje, no se puede llevar a cabo ya que se encuentra tapado.”
Luego entonces, dicha probanza es ineficaz para acreditar la existencia de los multicitados actos en la forma planteada por el impetrante (corte del servicio de suministro de agua potable el día 14 de julio de 2019 respecto a los contratos 123394 y 123395, así como la orden previa para tal efecto), ya que si bien es cierto al momento de la inspección ocular el día 05 de noviembre de 2019, se constató que dos medidores no se encontraban funcionando, también lo es que no fueron identificados cada uno de ellos, cuanto más se dice que otro sí estaba funcionando, aunado a que de la constancia fotográfica que obra a folio 094 del expediente en que se actúa, sólo se puede identificar el medidor con número 177023709, el cual no corresponde al asignado a los contratos 123394 y 123395, pues es inconcuso que conforme a los estados de cuenta números de folio A 714407 y*********A 714406, que exhibió el propio demandante para acreditar su pretensión -visibles en autos a folios 013 y 019-, a dichos contratos les fue asignado los medidores números 07257243 y 07257206, respectivamente, circunstancia que se robustece con la información comercial de dichos contratos ofrecida por la autoridad demandada Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), que obra en autos a folios 049 y 050.

Máxime si su pretensión del actor, es aludir que el 14 de julio de 2019, también se realizó el corte de suministro de agua potable respecto del contrato 439187, al que le corresponde el referido medidor con número 177023709, según la información comercial que obra en autos a folio 051, y respecto del cual en la inspección ocultar se observó que no se encontraba funcionando; tal circunstancia por sí misma, es insuficiente para acreditar que la referida falta de funcionamiento observada por el Secretario de Acuerdos de esta Primera Sala Unitaria el 05 de noviembre de 2019, tiene como origen el manifestado corte de suministro realizado el 14 de julio de 2019, supuestamente ordenado por la autoridad demandada Delegada de INTERAPAS en el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, con el propósito de hacer efectivo un crédito fiscal por la cantidad de $100,000.00, por concepto de multas y recargos, pues como ya se dilucidó en párrafos precedentes, contrario a lo manifestado por el actor de las constancias que obran en autos, se advierte que se procedió al corte del citado servicio, empero, éste fue el 14 de junio de 2019, y no fue por la determinación de algún crédito fiscal, sino por “…irregularidades en la toma son 9 locales Comerciales Gimnasio Escuela de Gastronomía, oficina de venta de autos, taquería, grúas, taller mecánico y contaba con tarida de deshabilitado”, de ahí que no se advierta la existencia de los multicitados actos en la forma planteada por el impetrante; en consecuencia, de igual manera que con relación al crédito fiscal impugnado, es inconcuso que ninguna de las partes demuestra la existencia cierta y determinada de los actos que pretende controvertir el actor como consecuencia directa del referido crédito fiscal, consistentes en el supuesto corte de servicio y su orden previa para tal efecto, supuestamente acontecido el día 14 de julio de 2019. 

Consecuentemente, esta Primera Sala Unitaria determina que en el presente asunto se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento a que se refieren los artículos 228, fracción II y 229, fracciones II y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que ninguna de las partes demuestra la existencia cierta y determinada de los citados actos en la forma reclamada por el actor (corte del servicio de suministro de agua potable el día 14 de julio de 2019 y su relativa orden previa para tal efecto), cuya legalidad o ilegalidad pueda analizarse, por ende, al no aportarse elemento alguno sobre el cual se llegue a la convicción de que existen dichos actos de molestia que afectan la esfera jurídica del demandante, no hay materia de contienda, por consecuencia, debe SOBRESEERSE el juicio, también respecto de los actos controvertidos señalados como: “…el corte ilegal del suministro del servicio de Agua Potable en el domicilio ubicado en *********(sic), *********, así como la orden girada consistente en el corte de drenaje en los domicilios antes señalados (sic), bajo los contratos 123395 y 439187 y el pago de derechos por servicio (…), corte ordenado por la C. Lic. *********…”.
QUINTO.- No obstante a lo anterior, en la ejecutoria emitida el tres de junio de dos mil veintiuno, por el  Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en el toca número 428/2020, se determinó, en lo que interesa, lo siguiente:
“(…)
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(…)”
Atento a las consideraciones del Tribunal de Alzada, mediante acuerdo de diecisiete de junio de dos mil veintiuno, con apoyo en lo dispuesto en la fracción IV del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda con relación al acto novedoso consistente en el corte de suministro de agua potable efectuado el 14 de junio de 2019 (Del servicio que corresponde al contrato 439187) y, en su caso, el crédito que de ese acto derivará.
Al respecto, se tiene que el actor en el escrito de ampliación a la demanda, sostiene sustancialmente lo siguiente:
· Que la autoridad demandada de manera arbitraria finca un crédito fiscal por “presuntivos” contratos nuevos y multa por tener derivación al medidor que marca la ley, por la cantidad de $150,033.90, sin que se determine de manera fehaciente y exhaustiva la forma en que arribó a esa conclusión, de ahí que señala que tal acto lo deja en estado de indefensión, al no relacionar los hechos generadores que determinan dicho crédito fiscales, es decir, sin ninguna fundamentación y motivación; asimismo, niega lisa y llanamente que el predio de su propiedad tenga algún adeudo por consumo de agua, servicio de drenaje y alcantarillado o haber actualizado alguno de los supuestos para ser merecedor de una multa. Máxime, que en el inmueble de mérito “se cuenta con una toma domiciliaria por cada división del edificio”, y que únicamente tiene el uso comercial y no como falsamente lo señala la autoridad, por lo que niega lisa y llanamente que en el inmueble se encuentren nueve locales comerciales, así como que en dicho predio de su propiedad, exista un taller mecánico, gimnasio y escuela de gastronomía, pues los referidos locales se encuentran deshabitados. 
· Que la autoridad enjuiciada incumplió con su obligación señalada en el artículo 46, fracciones IV y V del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, toda vez que “…el informe que presente la Delegada de INTERAPAS, no expresa objeto en forma clara y concreta, ni justifica de forma alguna la cantidad que indebidamente pretende cobrar, con lo cual se advierte que de una manera por demás ilegal, el INTERAPAS ha establecido una cantidad de forma unilateral sin elemento de juicio que justifique el fincamiento del crédito fiscal, lo cual es un acto unilateral de la autoridad demandada que me deja en completo estado de indefensión, por lo que esta Sala Unitaria debe decretar la nulidad lisa y llana.”
· Que la autoridad demandada transgredió lo dispuesto en los artículos 196, 197, 198, 199, 200 y 201 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el diverso 16 de la Constitución Federal, toda vez que el corte de suministro de agua, se hizo en base a una inspección sin que se hayan respetado las reglas del procedimiento, ya que como requisitos mínimos para ese tipo de actos de molestia, se necesita: “a) La orden debe de expedirla la autoridad competente b) Debe constar por escrito c) Expresar el lugar que ha de inspeccionarse d) Precisar la materia de inspección e) Levantar un acta circunstanciada en presencia de dos testigos que sean nombrados por el gobernado o en caso de su negativa, por la autoridad que realiza la inspección.” 
· Que con base en lo anterior, los inspectores “…no contaban con orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que mínimamente se especificara: I El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita; II El lugar o zona que ha de verificarse; III El objeto de la visita; IV El alcance que deba tener, y V las disposiciones legales que lo fundamenten”; además, niega lisa y llanamente que los inspectores se hayan identificado con credencial vigente y que cumpliera con los requisitos del artículo 199 del Código Procesal Administrativo, así como el acta fuera levantada en presencia de dos testigos, asimismo, no se atendieron a los requisitos establecidos en el diverso 201 del propio Código, para el levantamiento de las actas correspondiente.
Por otra parte, la autoridad demandada al formular su contestación a la ampliación de demanda, sostuvo esencialmente que son infundadas las manifestaciones del actor, toda vez que no acredita la existencia del acto impugnado y mucho menos que éste sea ilegal, además de que los actos de autoridad gozan de presunción de legalidad, por lo que le corresponde a la parte actora desvirtuar tal presunción.
Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Primera Sala Unitaria considera que los conceptos de impugnación en estudio son sustancialmente fundados, y suficientes para provocar la nulidad de los actos impugnados, de conformidad con lo siguiente:

De conformidad con los artículos 16 de la Constitución Federal y 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que aquél se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

Ahora bien, cabe reiterar, que en la ejecutoria emitida el tres de junio de dos mil veintiuno, en el toca número 428/2020, se determinó lo siguiente:
“…se desprende la existencia de un acto diverso al impugnado, consistente en el corte de suministro de agua potable con el folio 39952, efectuado el catorce de junio de dos mil diecinueve, por irregularidad en la toma, en tanto son nueve locales y se encuentra como tarifa de predio deshabilitado (…); además que(sic) de la existencia del crédito fiscal aproximado de $150,033.90…”

(Énfasis añadido)
Luego entonces, resulta desacertada la simple manifestación de la autoridad demandada, en el sentido de que el actor no acredito el acto impugnado, pues conforme a los razonamientos de dicho Tribunal de Alzada en la ejecutoria en comento, mismos que ésta Juzgadora hace suyos al resultar de aplicación obligatoria, se encuentran acreditados en el presente juicio los siguientes actos:

1) Corte de suministro de agua potable con el folio 39952; y 
2) Crédito fiscal aproximado de $150,033.90.

De la causa de pedir del actor que se desprende del escrito de ampliación de demanda, se colige que aduce el desconocimiento, entre otros, de la orden escrita con firma autógrafa de la autoridad competente y de la que debió estar prevista el inspector, para realizar la visita de inspección de la que derivó el citado corte de suministro de agua potable; así como la resolución determinante del referido crédito fiscal donde se contuvieran los fundamentos y motivos de tal determinación.
Ahora bien, los artículos 214, 215, 216, 219 y 220 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, disponen lo siguiente:

“De la Inspección y Verificación del Servicio Público Urbano

ARTICULO 214. Los prestadores del servicio público urbano contarán con el personal que se requiera, con base en su propio presupuesto, para la verificación de los servicios que prestan. 

ARTICULO 215. Los prestadores de los servicios, excepto cuando se trate de concesionarios, podrán ordenar la práctica de visitas por personal autorizado para verificar: 

I. Que el uso de los servicios públicos sea el autorizado; 

II. Que el funcionamiento de las instalaciones sea acorde a lo que se disponga en la autorización concedida; 

III. El funcionamiento de los medidores y las causas de alto o bajo consumo; 

IV. El diámetro exacto de las tomas y de las conexiones de las descargas; 

V. Que no existan tomas clandestinas o derivaciones no autorizadas; 

VI. La existencia de fugas de agua; 

VII. Que las tomas o descargas cumplan con lo dispuesto en el presente Ordenamiento, y 
VIII. El cumplimiento de la ley. 
Cuando los servicios públicos sean prestados por concesionarios, en auxilio de éstos, las visitas de verificación se llevarán a cabo por el o los municipios concedentes, en el ámbito territorial de su competencia. 
ARTICULO 216. Quien practique las visitas deberá identificarse y exhibir la orden escrita que funde y motive la visita. Dicha orden deberá además señalar, quién la emite, expresar el objeto o propósito de la visita y ostentar la firma autógrafa de quien la emitió, y el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigida; en caso de que se ignore el nombre de la persona a visitar, se señalarán los datos suficientes del predio que permitan su identificación.
…

ARTICULO 219. En toda diligencia de visita de verificación, se levantará acta en la que se hará constar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubieren encontrado por los visitadores, y se dejará una copia al usuario para los efectos que procedan. Los hechos u omisiones consignados en las actas por los visitadores, harán prueba plena de su existencia. En dicha acta se deberá hacer constar la identificación de la autoridad que practicó la diligencia, y deberá requerir al interesado para que designe a dos testigos, que se identificarán con documentación oficial, en la inteligencia de que, si no designara a nadie o los designados no aceptaran fungir como tales, quien practique la diligencia los designará. 

Si el visitado o la persona con quien se haya entendido la diligencia se niegan a firmarla o a aceptar copia del acta, dicha circunstancia se hará constar en la propia acta, sin que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma. 

Cuando en el desarrollo de una visita de verificación, los visitadores conozcan hechos u omisiones que puedan entrañar incumplimiento a las disposiciones de esta Ley, los harán constar circunstanciadamente en el acta que al efecto se levante. En la misma acta se hará mención de que el visitado cuenta con un plazo de diez días hábiles para desvirtuar los hechos u omisiones asentadas. 

Se tendrán por consentidos los hechos u omisiones asentados en el acta de visita a que se refiere el párrafo anterior, cuando el visitado no ocurra a desvirtuarlos mediante prueba idónea dentro del plazo establecido. 

Una vez transcurrido el plazo fijado en este artículo, el prestador de servicios dictará la resolución que en derecho proceda. 

ARTICULO 220. Las visitas se limitarán exclusivamente al objeto indicado en la orden respectiva, y por ningún motivo podrán extenderse a objetos distintos aunque se relacionen con el servicio de agua, salvo que se descubra accidentalmente flagrante infracción a las disposiciones de esta Ley, en cuyo caso quien realice la visita lo hará constar en el acta respectiva.”
(Énfasis añadido)

De los preceptos transcritos, se advierte que los prestadores de servicios públicos urbano contarán con el personal que se requiera, para la verificación de los servicios que prestan; asimismo, los referidos prestadores de servicios, podrán ordenar la práctica de visitas por personal autorizado para verificar, entre otros, que el uso de los servicios público sea el autorizado; que el funcionamiento de las instalaciones sea acorde a lo que se disponga en la actualización concedida; el funcionamiento de los medidores; que no existan derivaciones no autorizadas; y que las tomas o descargas cumplan con lo dispuesto en dicho ordenamiento legal.
En ese sentido, quien practique las visitas deberá identificarse y exhibir la orden escrita que funde y motiva la visita, la cual deberá señalar, quien la emite, expresar el objeto o propósito de la visita, al cual se limitarán exclusivamente las visitas, ostentar la firma autógrafa de quien la emitió y el nombre o nombres de las persona a las que vaya dirigida; en caso de que se ignore el nombre de la persona a visitar, se señalaran los datos suficientes del predio que permitan su identificación.
Asimismo, los visitadores levantarán acta circunstanciada en la que se hará constar los hechos u omisiones que se hubieran encontrado, y en la cual también se deberá hacer constar la identificación de la autoridad que practico la diligencia, el requerimiento al interesado para que designe a dos testigos, mismos que se identificarán con documentación oficial, y respecto de la cual se dejará una copia al usuario para los efectos que procedan.

Ahora bien, la parte actora en su causa de pedir, negó conocer la orden de inspección que ampara el acta de inspección levantada el 14 de junio de 2019, con número de folio 39964 -visible a folios 058 y 059-, misma de la cual derivó el corte de suministro de servicio con el folio 39952, tal como se advierte también del informe de la Delegada de INTERAPAS –visible a folios 054 al 057-; por lo que sostiene que dicha actuación combatida no tiene como sustentó una orden escrita previamente emitida con firma autógrafa de la autoridad competente para tal efecto.

De esa guisa se puede apreciar de las constancias en autos, que la autoridad demandada no atendió a la carga procesal apuntada, no obstante que el enjuiciante negó tener conocimiento del acto en que se sustenta la vista de inspección de fecha 14 de junio de 2019, y de la cual derivó  el acto impugnado consistente en el corte de suministro de servicio con el folio 39952, pues no aportó en el presente juicio, medio probatorio alguno que desvirtuara dicha negativa.

En efecto, la parte actora expresamente negó conocer la existencia de la orden de inspección emitida por autoridad competente, que como ya se dilucidó en párrafos precedente, debió contar con ella el inspector a efecto de llevar a cabo la referida inspección, pues en ésta se debía fundar y motivar la visita, además de precisarse, quien la emitió, el objeto o propósito al cual se limitaría exclusivamente la visita, ostentar la firma autógrafa de quien la emitió y el nombre o nombres de las persona a las que hubiera sido dirigida; por lo que ante tal negativa correspondía a la demandada mediante el ofrecimiento de las constancias respectivas, demostrar la legal emisión del referido acto, extremo este último que no fue probado por la autoridad demandada.

Razones por las cuales es sustancialmente fundado el argumento de la parte actora, pues se reitera, ante la negativa lisa y llana respecto a conocer la orden de inspección, de la que debió emanar el acta de inspección levantada el 14 de junio de 2019, ya que como se dilucidó en párrafos precedentes, era un requisito ineludible para el inspector de contar con una orden para llevar a cabo la visita de inspección respectiva, por ende, la autoridad demandada tenía la carga de probar el referido hecho que debió motivar el levantamiento de dicha acta, así como de las consecuencias jurídicas que de ésta última emanaran, lo cual no sucedió, pues no basta como en la especie, se exponga en la referida acta de inspección, el resultado de la revisión consistente en el multicitado corte de servicio en el domicilio del hoy demandante, ya que ante la manifestación de éste último en el sentido de desconocer la orden que debió motivar dicha actuación, se imponía a la autoridad la obligación material de dar a conocer dicho acto del que debió emanar la inspección; en consecuencia, se dejó a la parte actora en estado de indefensión, al no encontrarse en condiciones de defenderse adecuadamente, ya que la enjuiciada al no darle a conocer al impetrante el supuesto acto del que debió emanar la actuación que motivó el corte de suministro de servicio con el folio 39952, se le impidió examinar la legalidad de dicha actuación, en virtud de no poder corroborar si quien autorizó la inspección era autoridad competente para tal efecto, así como el objeto o propósito de la misma y si la inspección se ajustó exclusivamente al objeto indicado, así como si el hoy actor era la persona a quien iba dirigida la orden; en consecuencia, se colige que los hechos que motivaron la inspección no se realizaron, al no acreditarse la existencia de la orden de inspección que autorizara la misma.

Acorde a lo antes expuesto, si en el presente asunto no quedó acreditado por parte de la autoridad demandada la existencia de la orden de inspección, que conforme a los preceptos anteriormente analizados, debió contar con ella el inspector a efecto de llevar a cabo la “Vista de Inspección, Verificación de Instalaciones y Funcionamiento de Medidor” de fecha 14 de junio de 2019, pues en aquélla se debía fundar y motivar la visita, además de precisarse, entre otros requisitos, quien la emitió, el objeto o propósito al cual se limitaría exclusivamente la visita, ostentar la firma autógrafa de quien la emitió y el nombre o nombres de las persona a las que hubiera sido dirigida, y respecto de la cual derivó el acto impugnado, consistente en el corte de suministro de servicio con el folio 39952; tal circunstancia genera que tanto el acta levantada el 14 de junio de 2019, como la consecuencia que de ella emanó, es decir, el controvertido corte de servicio de agua en el domicilio de la hoy actora de mérito, sean ilegales, actualizando la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en el diverso164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que conforme a las consideraciones antes expuestas, el acto impugnado se motivó en hechos que no se realizaron, en tanto que no se acreditó el acto en que se sustenta y le dio origen. 

En ese sentido, también es pertinente señalar que del informe de la Delegada de INTERAPAS –visible a folios 054 al 057-, se desprende lo siguiente:

“1.- Domicilio: *********.

2.- Número de Contrato: 439187”

…
Faltando contratos de seis locales comerciales, que por ley debería tener una para cada local, por tanto seis locales irregulares, sin toma independiente per con servicio.
3.- Estado de cuenta: No. no presente adeudo a la fecha (Captura de pantalla) encontrando a la revisión del sistema que ese edificio estaba como estatus de deshabilitado, que es esta cuenta la ubicada en *********.

…

NOTA: A la inspección de fecha 14 de junio de 2019 se detectó que es un edificio que cuenta con nueve locales comerciales el servicio se mandó suspenden(sic) por encontrarte en el sistema como deshabilitado.
…

4.- Historial de reclamaciones, aclaraciones o quejas que a(sic) tenido la cuenta:
…

2.- El 14 de junio de 2019 se corta el servicio por irregularidades en la toma ya que son 9 locales comerciales entre ellos un gimnasio, escuela de gastronomía, oficina de venta de autos, taquería, grúas, taller mecánico, así  mismo tenía tarifa de predio deshabilitado, folio 39952 (…).
…
NOTA: Se le dio costo por presuntivos, contratos nuevos y las multas por tener derivación al medidor que marca la ley por la cantidad de un total apoximado(sic) que le debe este usuario al Organismo es de $150,033.90 (…).
Se le ofreció convenio y se niega a cubrir el monto.

(…)”
Ahora bien, en el acta de visita de inspección efectuada el 14 de junio de 2019, se circunstancio en la parte que interesa, lo siguiente:
“Se corta servicio por irregularidades en la toma son 9 locales comerciales gimnasio escuela de gastronomía oficina de venta de autos, taquería, grúas, taller mecánico y contaba con tarifa de deshabilitado folio 39952.”

De lo antes expuesto, es inconcuso que la determinación del manifestado crédito fiscal aproximado de $150,033.90, derivó de los hechos advertidos en la visita de inspección efectuada el 14 de junio de 2019.
En ese orden de ideas, también resulta ilegal el diverso acto impugnado, consistente en la determinación del manifestado crédito fiscal aproximado de $150,033.90, ya que el acto en que se sustenta y que le dio  origen, consistente en el acta de visita de inspección efectuada el 14 de junio de 2019, se encuentra viciada de ilegalidad, ante la inexistencia de la orden de inspección en la cual debió sustentarse, lo que trae como consecuencia que todas las actuaciones derivadas de ella sean tachadas de ilegales, actualizando la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, respecto a la determinación de dicho crédito fiscal.
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio Jurisprudencial cuyo tenor literal es el siguiente:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.

Máxime, de igual manera en la causa de pedir del hoy actor, se colige que manifestó el desconocimiento de la resolución determinante del crédito fiscal, donde se contuvieran los fundamentos y motivos de tal determinación.

Así, es pertinente señalar que conforme a lo dispuesto en el artículo 178 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, los adeudos a cargo de los usuarios y en favor, entre otros, de los organismos operadores municipales e intermunicipales, derivados de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrá el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Ahora bien, sobre la base del concepto de impugnación expuestos en el escrito de ampliación a la demanda, atendiendo la causa de pedir  y conforme a lo dispuesto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, debe tenerse al actor por formulando la negativa lisa y llana respecto al conocimiento de la resolución determinante del crédito fiscal aproximado de $150,033.90, donde se contuvieran los fundamentos y motivos de tal determinación, ello en atención a que según se desprende de lo expuesto por el accionante, éste niega haber generado respecto de su predio algún adeudo en ese sentido, así como la demandada no determina de manera fehaciente y exhaustiva la forma en que arribó a esa conclusión, es decir, no expone ninguna fundamentación y motivación para determinar dicho crédito fiscal; por lo que en ese sentido, corre a cargo de la autoridad la obligación de probar la existencia de dicho crédito fiscal, lo anterior conforme lo dispone el numeral invocado, el cual dispone:

“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  
En efecto, del numeral transcrito se obtiene que los actos y resoluciones de las autoridades fiscales, gozan de la presunción de legalidad, empero que corresponderá a éstas, acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niegue lisa y llanamente. 

En esa tesitura, es válido tener por cierto el hecho consistente en la nula justificación por la autoridad demandada, respecto a la determinación del manifestado crédito fiscal aproximado de $150,033.90 a que se alude en el informe de la Delegada de INTERAPAS –visible a folios 054 al 057-; máxime que en la especie, la carga de la prueba de justificar tal concepto, correspondía a la autoridad enjuiciada, según lo expuesto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. 

Por tanto, si la actora negó para todos los efectos legales de la negación tener algún adeudo con relación al servicio prestado por la autoridad demandada, y por ende, la existencia de la resolución determinante del crédito fiscal aproximado de $150,033.90, pero que sin embargo, la enjuiciada fue omisa en aportar medio de prueba válido que justificara tal adeudo como en cantidad a pagar; resulta entonces improcedente la determinación del crédito fiscal combatido.

Sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios citados con los rubros: 
 

“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA.” 

“DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS”. 

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA de los actos impugnados, consistentes en el corte de suministro de servicio con el folio 39952, así como de la resolución determinante del crédito fiscal aproximado de $150,033.90, precisados en el preámbulo del presente Considerando.
Cabe precisar, que al constituir la nulidad de una resolución fiscal favorable al hoy actor, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, quedan expeditos los derechos de las autoridades, mientras no se hayan extinguido sus facultades.
Al ser fundados los conceptos de impugnación previamente analizados, esta Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”
Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228, fracción II y 229, fracciones II y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 7°, de la  Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, interpretado a contrario sensu; así como en los diversos 249, 250, fracción IV, 251, 252 y 253 del propio Código, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO PARCIAL en el presente juicio, en cuanto a los actos señalados en el Resultando I., de conformidad con los razonamientos precisados en el Considerando Cuarto de esta resolución.  

TERCERO.- La parte actora probó parcialmente su pretensión, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de los actos controvertidos, consistentes en el corte de suministro de servicio con el folio 39952, así como de la resolución determinante del crédito fiscal aproximado de $150,033.90, precisados en el preámbulo del Considerando Quinto de esta resolución.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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